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Honorable Camara de Diputados
Provincia de Buenos Aires





EXPTE.: D-1675/12-13
Ref.: Proyecto de Ley estableciendo la evaluación de programas sociales
 y la creación de la Agencia Provincial de Evaluación
LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS Y EL H. SENADO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE
LEY
Artículo 1°: Los Programas sociales financiados y ejecutados por el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires estarán sujetos a evaluación periódica y obligatoria de su impacto, por la Agencia que se crea mediante esta Ley; y sus resultados serán enviados a las Cámaras de Diputados y de Senadores y dados a conocer públicamente a la ciudadanía. 

Artículo 2°: La evaluación del impacto de las políticas sociales estará a cargo de la Agencia Provincial de Evaluación, la que podrá realizarla por sí misma o a través de organismos independientes del ejecutor del programa; y tiene por finalidad controlar en forma periódica, el cumplimiento del objetivo social de los programas, de sus metas y acciones; con el objetivo de sugerir correcciones, modificaciones, agregados, nuevas orientaciones o suspensiones totales o parciales. 

Artículo 3°: Los organismos evaluadores independientes que podrán participar de los procesos, serán instituciones de educación superior, de investigación científica u organizaciones de la sociedad civil reconocidas y especializadas en el tema que se deba estudiar y analizar. Cuando las evaluaciones se lleven a cabo por una Institución distinta de la Agencia Provincial de Evaluación, ésta deberá realizar la convocatoria pública correspondiente y designar al adjudicado. 

Artículo 4°: Para asegurar una adecuada evaluación de impacto, los programas sociales deberán incluir obligatoriamente en su diseño los indicadores de resultados, gestión y servicios que permitan medir su cobertura, calidad e impacto. Con respecto a los programas existentes, los mismos tendrán un año a partir de la reglamentación de la presente ley para incorporar los citados indicadores, de modo de asegurar la homogeneidad del conjunto de programas sociales financiados con fondos provinciales. 

Artículo 5°: La evaluación será anual o plurianual, en función de las metas y objetivos planteados por el Programa a evaluar. 

Artículo 6°: De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, la Agencia Provincial de Evaluación realizará las sugerencias y recomendaciones que considere pertinentes al Poder Ejecutivo y las hará de conocimiento público; serán publicados en el Boletín Oficial y deberán ser entregados a las Comisiones encargadas de las políticas sociales de las Cámaras de Diputados y de Senadores. 

Artículo 7°: Los organismos y dependencias del Ejecutivo Provincial o de los Departamentos Ejecutivos Municipales, ejecutores de los programas provinciales a monitorear, tendrán la obligación de proporcionar toda la información y las facilidades necesarias para la realización de la evaluación. 

Artículo 8°: Créase la Agencia Provincial de Evaluación como el organismo ejecutor del derecho de los ciudadanos a verificar el cumplimiento de las metas y la correcta aplicación de los recursos públicos asignados a los programas de desarrollo social. Y como la institución responsable de emitir los lineamientos de evaluación que deberán observar las dependencias y organismos responsables de operar programas sociales. 

Artículo 9°: La Agencia Provincial de Evaluación será un organismo descentralizado y autárquico que funcionará en el ámbito del Poder Ejecutivo, como autoridad de aplicación de la presente Ley; y de otras funciones de evaluación de impacto que pudiesen legislarse en el futuro. Tendrá plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado y su patrimonio estará constituido por los bienes que se le transfieran y los que adquiera en el futuro por cualquier título. Tendrá su sede principal en la Ciudad de La Plata y podrá establecer delegaciones en el territorio de la Provincia de Buenos Aires. 

Artículo 10°: La financiación de la Agencia Provincial de Evaluación provendrá de los fondos que para el cumplimiento de sus funciones se establezcan en la Ley de Presupuesto. 

Artículo 11°: La Agencia Provincial de Evaluación estará dirigida por un Directorio compuesto por 9 (nueve) miembros, elegidos según la siguiente composición: 

.- 3 (tres) Representantes designado por la Cámara de Diputados respetando la pluralidad de la representación política

.- 3 (tres) Representantes designados por la Cámara de Senadores respetando la pluralidad de la representación política

.- 3 (tres) Representantes del Poder Ejecutivo, quienes serán personas con probada especialización y antecedentes académicos en el área de las políticas sociales, la evaluación y la planificación. 

Artículo 12°: Los miembros del Directorio durarán 4 (cuatro) años en sus funciones. 

Artículo 13°: El Directorio elegirá de entre sus miembros un Secretario Ejecutivo, a quien corresponderá planear, programar, organizar y coordinar las actividades para el debido cumplimiento de las atribuciones que le competen.
Artículo 14°: Corresponderá a la Agencia de Evaluación realizar la evaluación obligatoria de impacto de los programas sociales con financiamiento del Poder Ejecutivo, la que podrá realizar por sí misma o a través de uno o varios organismos independientes del ejecutor del programa; y que tiene por objeto, revisar periódicamente el cumplimiento del objetivo social de los programas, de sus metas y acciones y de su relación con la Política de Desarrollo Social, con el objetivo de corregirlos, modificarlos, agregarlos, reorientarlos o suspenderlos total o parcialmente. 

Artículo 15°: La Agencia Provincial de Evaluación tendrá la atribución de solicitar a las autoridades provinciales y municipales responsables de los programas de desarrollo social, la información que considere necesaria para el desempeño de sus funciones. 

Artículo 16°: Son asimismo funciones de la Agencia Provincial de Evaluación: 

a) Establecer y aprobar los indicadores, criterios y lineamientos necesarios para medir la cobertura, calidad e impacto de los programas y acciones de desarrollo social y verificar que dichos indicadores reflejen el cumplimiento de sus objetivos y metas. 

b) Emitir la convocatoria, en su caso, para los organismos evaluadores independientes. 

c) Definir los requisitos que deberán cumplir los organismos evaluadores independientes, de conformidad con las disposiciones legales aplicables. 

d) Coordinar su trabajo con el de los responsables de la operación de los programas y acciones de desarrollo social a que se refiere el acápite anterior y prestar la colaboración que resulte necesaria y para que puedan diseñar los programas y realizar sus evaluaciones internas de manera eficiente y clara; así como asistir a las oficinas de evaluación propias de los Organismos de las Administraciones públicas provinciales y municipales, de modo que puedan lograr el mayor nivel de excelencia en sus actividades.
e) Preparar un informe anual sobre la política y programas de desarrollo social, con base en los resultados de las evaluaciones y otros estudios que al efecto se realicen; y emitir, sobre esa base, sugerencias y recomendaciones al Poderes Ejecutivo sobre la política y los programas de desarrollo social. 

f) Recibir y, en su caso, considerar las propuestas temáticas y metodológicas de evaluación que sugieran los sectores público, social y privado relacionados con el desarrollo social. 

g) Impulsar y fortalecer la cultura de la evaluación en todos los ámbitos relacionados con la política de desarrollo social. 

h) Promover mecanismos de acceso a las bases de datos de las evaluaciones para un adecuado análisis de la planificación, investigación, capacitación y enseñanza. 

i) Solicitar, recibir y administrar recursos de cooperación internacional destinados a capacitar a los recursos humanos e institucionales en los temas propios de su competencia. 

Artículo 17°: De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, la Agencia Provincial de Evaluación emitirá las sugerencias y recomendaciones que considere pertinentes al Poder Ejecutivo y las hará de conocimiento público; serán publicados en el Boletín Oficial y deberán ser entregados a las Comisiones pertinentes de las Cámaras de Diputados y de Senadores y a las áreas correspondientes del Poder Ejecutivo Nacional. 

Artículo 18°: En caso de que las evaluaciones resulten negativas en cuanto al cumplimiento de los objetivos sociales, los programas deberán producir las reformas necesarias para aumentar el impacto social de sus acciones, e informarlo a la Autoridad de aplicación de la presente Ley, y a las Comisiones pertinentes del Poder Legislativo. 

Artículo 19°: De forma. 

FUNDAMENTOS
 
La eficiencia en la ejecución de la administración de los recursos públicos es una de las obligaciones centrales y primordiales de cualquier Estado. Cuando esos fondos se destinan al cumplimiento de políticas sociales, esa obligación adquiere una importancia mayor por su finalidad específica.
El impacto de la ejecución de las políticas públicas en el área social determina cuestiones tan trascendentes como los niveles de nutrición de los niños que habitan en nuestra provincia; la calidad de las políticas de inclusión educativa y la efectividad de los apoyos escolares; el cuidado de los ancianos desvalidos; los resultados de las acciones de prevención de adicciones… 

En nuestra provincia, desde hace mucho tiempo existe además una generalizada desconfianza sobre el uso de los recursos públicos en el área social, sobre todo en el conurbano bonaerense, por la sospecha generalizada de su utilización con fines partidarios, o la certeza del elevado gasto en la administración y las estructuras organizativas de los planes sociales que quitan fondos a los beneficiarios de los mismos quedando en la burocracia gubernamental.
No han existido, al menos en forma visible, mecanismos sistemáticos de análisis, seguimiento y control de resultados del impacto que las inversiones sociales han tenido sobre las condiciones de pobreza y exclusión de los beneficiarios, de nuestros conciudadanos a los que supuestamente iban dirigidas. 

De esta manera, millones de pesos han sido invertidos durante varias décadas, sin que sepamos -sobre bases rigurosas- si es que la vida de los bonaerenses con mayores necesidades básicas insatisfechas, ha cambiado para mejor. 

En muchos países, este tema ha sido abordado con rigurosidad, a través de instrumentos operativos y legales que han transformado de raíz el diseño y la aplicación de sus políticas y programas sociales. México, Chile y España, son ejemplos que han sido enaltecidos por la opinión académica y por la población y que nos revalidan la necesidad y viabilidad de lo que estamos proponiendo mediante el presente proyecto de ley. 

Siguiendo esta línea, estamos sometiendo a esta Legislatura la obligación de evaluación periódica de todos los programas sociales financiados con recursos provinciales y la creación de una Agencia Provincial de Evaluación. 

Incorporamos asimismo la obligación de publicidad de los resultados, de modo tal que la comunidad pueda saber en qué, cómo y con qué impacto se están invirtiendo sus aportes impositivos en las políticas sociales, lo que significa un notable salto en la calidad institucional y en el buen uso de los recursos. 

Por todo lo expuesto, agradezco a los señores legisladores que me acompañen en la sanción del presente proyecto de ley.
 .
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